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Reforma de la ley de Enjuiciamiento Criminal
Por R. D. del 8 (Gaceta del 13) se dispone lo siguiente:
Artículo único.—Los artículos 741, 849, 912 y 973 de la ley de Enjui­

ciamiento Criminal de 14 de Septiembre de 1882, regirán desde la fecha en 
que se ponga en vigor el Código Penal aprobado por mi Decreto de hoy, 
redactados en los términos siguientes:

Artículo 741.—El Tribunal apreciando según su conciencia las pruebas 
practicadas en el juicio, las razones expuestas por la acusación y la defen­
sa y lo manifestado por los mismos procesados, dictará sentencia dentro 
del termino fijado en esta ley.

Siempre que el Tribunal haga uso del libre arbitrio que para la califi­
cación de un delito o para la imposición de la pena le otorga el Código 
Penal, deberá consignar si ha tomado en consideración los elementos de 
juicio que el precepto aplicable de aquél obligue a tener en cuenta.

Artículo 849.—Se entenderá que ha sido infringida una ley en la sen­
tencia definitiva para el efecto de que pueda interponerse el recurso de ca­
sación.

Primero,—Cuando los hechos qúe en la sentencia se declaren proba­
dos sean calificados y penados como delitos o faltas no siéndolo, o cuan­
do se ponen a pesar de existir alguna causa de imputabilidad al reo o de 
justificación del mismo o a pesar de que circunstancias posteriores a la 
comisión de la infracción impidan penarlos.

Segundo.—Cuando los hechos que en la sentencia se declaren pro­
bados no se califiquen o no se penen como delitos o faltas, siéndolo y sin 
que causas o circunstancias posteriores impidan penarlos.

Tercero. —Cuando, constituyendo delito o falta los hechos que se de­
claren probados en la sentencia, se haya cometido error de derecho en sü 
calificación. z

Cuarto.-Cuando se haya cometido error de derecho al determinar la 
participación de cada uno de los acusados en los hechos que se declaren 
probados en la sentencia.
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2 Pleitos y Causas

Quinio.—Cuando se haya cometido el error de derecho en la califica­
ción de los hechos que se declaren probados en la sentencia en concepto 
de causas, circunstancias o condiciones agravantes, atenuantes o eximen­
tes de responsabilidad criminal.

Sexto.—Cuando la pena impuesta no corresponda, por su clase o por 
cuantía, según la ley, a la calificación hecha en la sentencia o a la proce­
dente si aquella fuera impugnada con razón y en forma del hecho justicia­
ble de la participación en él de los procesados o de las circunstancias o 
condiciones atenuantes o agravantes de responsabilidad criminal.

Séptimo.—Cuando expresando en la sentencia el arbitrio ejercitado 
por el Tribunal en uso desús facultades, se haya incurrido con extralimita- 
ción de aquél, en error de derecho de aplicarle, respecto a la calificación de 
la infracción o la imposición de la pena.

Octavo.—Cuando dados los hechos que se declaren probados, se in­
curra en evidente error de hecho o de derecho, al determinar el importe de 
la responsabilidad civil, directa o subsidiaria, y las personas a quienes una 
ü otra alcance.

Noveno.—Cuando dados los hechos que se declaren probados, se ha­
ya incurrido en error de derecho al admitir o desestimar las excepciones 
segunda, tercera, cuarta y quinta del art. 666 reproducidas en el juicio.

Artículo 912. Podrá también interponerse el recurso por la misma causa.
Primero.—Cuando en la sentencia no se exprese clara y terminante­

mente cuáles son los hechos que se consideren probados o resulte mani­
fiesta contradicción entre ellos.

Segundo.—Cuando en la sentencia se haga uso por el Tribunal sen­
tenciador de facultades de arbitrio judicial y no se consigne si ha tomado 
«n consideración los elementos de juicio que el precepto del Código Penal 
que le autorice a tal uso obligue a tener en cuenta, o deje de consignar 
alguno de dichos elementos.

Tercero.—Cuando no se resuelva en la sentencia sobre todos los 
puntos que hayan sido objeto de la acusación y de la defensa.

Cuarto.-Cuando se pene en ella un delito más grave que el que haya 
sido objeto de la acusación, si el Tribunal no hubiere procedido previa­
mente como determina el art. 733.

Quinto.—Cuando la sentencia haya sido dictada por menor número 
de Magistrados que el señalado en la ley o sin la concurrencia de votos 
conforme que por la misma se exigen.

Sexto.—Cuando haya concurrido a dictar sentenciá algún Magistrado 
cuya recusación intentada en tiempo y forma y fundada en causa legal se 
hubiese rechazado.

Artículo 973.—Dentro del término fijado en el artículo 25 de la ley de 
Justicia Municipal de 5 de Agosto de 1907, el Juez municipal dictará sen­
tencia apreciando, según su conciencia, las pruebas practicadas en el jui­
cio, las razones expuestas por el Fiscal y por las demás partes o sus de­
fensores y lo manifestado por ios propios acusados, y siempre que haga 
uso del libre arbitrio que para la calificación de lafaltaoparalaimposicióp
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Q Tribuial Supremo do Justicia dice:
Pobreza

Sentencia de 26 de Septiembre de 1928
NO HA LUGAR

Madrid.—Don Justo Núncz Rodríguez interesó la declaración de po­
breza para litigar sobre partición judicial con don Rafael Velasco y oíros, 
siendo desestimada su pretensión en ambas instancias. Interpuesto recür- 
so, bajo la ponencia del Magistrado señor Ibarguen se declara no haber 
lugar.

CONSIDERANDO: Que no es posible estimar ninguno de los dos mo­
tivos que integran el presente recurso, en primer lugar porque la demanda 
no estaba, como con acierto se expresa en la sentencia recurrida, indivi­
dualizada, toda vez que fué formulada para litigar con varias personas de 
las cuales dice el actor ser cesionario en asuntos de distinta clase y natu­
raleza que no tienen conexión ni relación entre sí y que por tanto no pueden 
ser acumulables, y además porque para demostrar el error de hecho que 
el recurrente atribuye al Tribunal a quo no existe documento que como 
auténíico a Jos efectos de la casación, pueda considerarse eficaz ya que el 
único a que se alude en el recurso es la certificación en la cual consta que 
el demandante —quizá para formular la demanda de pobreza—, se había 
dado de baja en la contribución que por su industria de fotógrafo satisfacía 
y como ese documento no expresa nada contrario a la afirmación que hace 
la Sala sentenciadora como tal fotógrafo y de que él mismo trabajaba tam­
bién en la agencia que su padre tenía sin qüe este extremo se combata por 
el recurrente en forma procesal adecuada, es visto que resulta patente que 
la parte actora no ha demostrado hallarse en el estado de pobreza legal, 
como pretendía en la demanda, ni qüe por el Tribunal de instancia se hayan 
infringido los artículos 15 y 17 de la ley ritüaria. ni cometido error en la 
apreciación de la prueba cual se dice en el recurso.

Responsabilidad Civil de un Juez Municipal 
Sentencia de 28 de Septiembre de 1928

NO HA LUGAR

Motivos: Arts. 903 E. C. 260 y 262 ley O. P. J.
• Letrados, don Francisco Bergamín y don José A. Canals.

Procuradores, señores Pintado y Morales.
Granada.—La Compañía de Ferrocarriles Andaluces, füé demandada 

en el Juzgado Municipal de Guadix, por don Pedro Pinedo reclamando el
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Valor de faltas en varias expediciones, oponiendo la Empresa las excep­
ciones de falta de acción y de personalidad, por no haber sido endosado 
el talón ni transferidas las actas de reconocimiento. Condenada la Com­
pañía al pago de 964 pesetas y apelada dicha sentencia fué confirmada en 
todas sus partes con imposición de las costas.

La Compañía mencionada dedujo ante la Sala de lo Civil de la Audien­
cia de Granada demanda contra el señor Juez Municipal suplente de Guadix, 
en reclamación de daños y perjuicios con las costas y alegando los hechos 
anteriores, y habiéndose fallado el asunto por dicho señor en funciones de 
Juez de primera instancia; opuesto el demandado y alegando que en sus 
actuaciones no había infracción ninguna, de los artículos que se citaban 
de contrario, por la Sala se absolvió de la demanda imponiendo tas cosías 
al actor e interpuesto recurso se declara no haber lugar siendo Ponente el 
Magistrado señor Medina.

CONSIDERANDO: Que la vigente ley de Enjuiciamiento Civil, que 
reguló el procedirhienío para aplicación de la responsabilidad civil contra 
Jueces y Magistrados, ya consignada como principio en la Constitución 
del Estado y declarada en la ley provisional sobre organización del Poder 
judicial, previene que incurren en dicha responsabilidad cuando en el des­
empeño de sus funciones, infrinjan las leyes por negligencia o ignorancia 
inexcusables, y previene el artículo 262 de mencionada ley Orgánica, que 
se tendrán por inexcusables la negligencia o la ignorancia cuando, aunque 
sin intención, se hubiera dictado providencia manifiestamente contraria a 
la ley, o se hubiere faltado a algún trámite o solemnidad mandada obser­
var por la misma, bajo pena de nulidad; y así el calificativo de inexcusable 
que condiciona la falta de ciencia que produzca en el ánimo judicial el im­
perfecto conocimiento del precepto legal, como el adverbio manifiestamen­
te revelan que para que la contraria aplicación, origine la responsabilidad, 
la negligencia o la ignorancia han de tener carácteres de una evidencia 
notoria y que excluyan de la eficacia sancionadora del precepto que define 
la responsabilidad de los Jueces y Magistrados, las providencias, y emplea 
la ley en sentido lato que permite aplicar el vocablo a todos los proveídos 
resolutorios, que puedan tener su fundamento de origen en error excusa­
ble, que admite excusa o es digno de ella, o puedan obedecer a interpreta­
ción equivocada del precepto legal correspondiente a la decisión recaída; 
porque lo que constituye base de esta clase de responsabilidad es aquella 
ignorancia tan extraordinaria y supina que sea totalmente incompatible 
con todo raciocinio derivado de un sentimiento de rectitud, aunque esté 
desarrollado con error de concepto o de interpretación; y por consiguiente 
tal responsabilidad no se puede exigir a quien con error más o menos dis­
culpable no desconoce el precepto legal, sino que lo aplica indebidamente 
o extiende a casos diferentes de aquéllos para los que el legislador estatu­
yera la correspondiente disposición.

CONSIDERANDO: Que el vigente Código de Comercio al disponer 
en el artículo 353 que la carta de porte constituye el título legal del contra­
to de transporte por cuyo contenido se habían de decidir las contestaciones
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que ocurran sobre su ejecución y cumplimiento, sin admitir más excepcio­
nes que las de falsedad y error material en su redacción, no estableció una 
prueba tasada, como se sostiene en el recurso interpuesto a nombre de la 
Compañía Ferrocarriles Andaluces, sino que, respetando con escrupulosa 
fidelidad el principio de la libertad de contratación, reconocido en la legis­
lación civil y aún en la especial mercantil que reformaba el Código de 1885, 
estableció un título escrito para el expresado contrato, con requisitos de­
terminados, y dándole carácter de prueba privilegiada en caso de existencia, 
dejaba subsistentes como eficaces en derecho los demás elementos proba­
torios a que podían acudir las partes, sino existía carta de porte o el accio­
nante no la tenía a su disposición, eventualidad a que se refiere el artículo 
554, que permitió al Juez don José López Velasco, creer que procedía esti­
mar la demanda de don Pedro Pinedo, no obstante las declaraciones reite­
radas de este Supremo Tribunal, sobre la indiscutible preferencia de aquel 
documento como título legal del expresado contrato, contra el que sólo son 
admisibles las excepciones de falsedad o error en su redacción, máxime si 
para el fallo que dictó el expresado funcionario deducía de oíros elementos 
de las pruebas del juicio originario, que la empresa porteadora había reco­
nocido la existencia de los contratos a que hacían relación las actas de re­
conocimiento presentadas con la demanda; y por consiguiente no concurre 
as cualidades indispensables para que el error de dicho Juez de Guadix 
sea motivo para exigirle responsabilidad civil; y debe ser desestimado el 
único motivo del recurso.

Incongruencia.—Incautación de solares municipales

Sentencia de 28 de Septiembre de 1928
HA LUGAR

Motivos: Art. 359 E. C. Ley 16, título 22, partida 3.® 261 Estatuto Mu­
nicipal. 1282, 12561, 124, 1280, 1154, 1101, 1254, 1255, 1278 al 1281. C. civil.

Letrado, don José Rosado.
Procurador, don Luis Guinea.
Cáceres.—El Ayuntamiento de Santa Amalia acordó en 1910 proceder 

a la cesión de varios solares radicantes en su término, a fin de construir 
casas habitables, informando las comisiones correspondientes y recayen­
do R. O. autorizando dicha cesión a los fines indicados; el Ayuntamiento 
redactó y expuso en 1913 el pliego de condiciones por que había de regirse 
la cesión, construyéndose las casas en plazo de 6 meses, pasado el cual, 
aquél se incautaría de los solares sin derecho a reclamación por los rema­
tantes; se celebró la primera subasta y para las fincas sobrantes, otra se­
gunda ampliando el plazo de conclusión a un año y entre los rematantes de 
éstas figuró don Pedro Mateo, y habiendo entendido el Ayuntamiento que 
habían pasado los plazos señalados y fundándose en que los solares esta-
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ban convertidos en foco de infección, tomó el acuerdo de incautarse de los 
mismos.

El señor Mateos solicitó reposición del acuerdo y después dedujo de­
manda contra dicho Ayuntamiento solicitando la declaración de ilegalidad 
de la resolución impugnada. Tramitado el pleito con oposición del deman­
dado, se estimó la pretcnsión en 1.^ Instancia con las costas al Alcalde, lo 
que fué confirmado por la Sala c interpuesto recurso siendo Ponente el Ma­
gistrado señor Ibargücn.

CONSIDERANDO: Que para resolver si, como se pretende en el pre­
sente recurso es incongruente la sentencia que en 25 de Octubre de 
1927 dictó la Sala de lo Civil de la Audiencia de Cáccrcs, precisa dejar 
sentado: primero, que en la súplica de la demanda formulada por el actor 
don Pablo Mateos García, se pide textualmente, que por el Juzgado 
se declare <quc el acuerdo del Ayuntamiento de Santa Amalia de 11 de Fe­
brero de 1925 a que se contrae esta demanda es ilegal y no debe producir 
efecto alguno en cuanto al demandante; y si a esto no hubiere lugar hacien­
do uso de la potestad que confiere el artículo 1154 del Código Civil, modi­
ficar equitativamente la pena de rescisión del contrato de venía de los sola­
res con declaración de subsistir la venía y fijación de la presíación susíiíu- 
íoria que corresponda a la parie incumplida del coníraío; y segundo, que 
en la parie disposiíiva de la seníencia recurrida se declara que don Pablo 
Maíeos y García Monge ha incumplido por su parie cuanías obligaciones 
para él se derivan del coníraío de aquisición de los solares moíivo de esíe 
pleiío revocando y dejando sin efecío el acuerdo de incauíación de expre­
sados solares íomada por el Ayuníamienío de Sania Amalia, en 11 de Fe­
brero de 1925», y como en el fallo indicado es noíorio que se oiorga algo 
disiinío y más de lo soliciíado por el demandanie, y que no pidió ninguna 
de las paries liíiganíes, íoda vez que se deja sin ningún valor ni efecío y se 
revoca el aludido acuerdo del Ayuníamienío de Sania Amalia, en absoluío, 
sin deíerminarlo ni concreíarlo expresa y únicameníe a lo discuíido en la 
liíis y cuanío afecía al acíor, es innegable que con infracción del aríículo 
359 de la ley de Enjuiciamienío Civil y violando la docirina rciieradamenfe 
maníenida por la jurisprudencia de esíe Supremo Tribunal, la seníencia re­
currida incide en el vicio de incongruencia y debe ser poríanío esiimado el 
primer moíivo del recurso.

CONSIDERANDO: Que acordada la casación de la seníencia por al­
guno de los moíivos alegados en el mismo, por carecer ya de finalidad no 
precisa ocuparse de los demás.

Accidente del trabajo.—Forma
Sentencia de 2 de Octubre de 1928

NO HA LUGAR

Motivos: Arts. 480, 489, número 3.°, 465 y 466 Código del Trabajo.
Letrados, don Manuel Arizmendi y don Enrique Zarandieía.
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Tafalla.—Presentada demanda por el obrero, alegando haber quedado 
con incapacidad parcial permanente y solicitando el pago de las pesetas 
que entendía eran procedentes, y opuesto el demandado, se celebró el jui­
cio, proponiéndose por el actor prueba documental pública y privada, así 
como testifical, sin que ésta se admitiera y formulándose la oportuna pro­
testa. Àbsuelto el patrono, se interpuso recurso que siendo Ponente el Ma­
gistrado señor Pérez Rodríguez, se declara no haber lugar.

CONSIDERANDO: Que para que pueda prosperar el recurso de casa­
ción por quebrantamiento de forma fundado en la denegación de una dili­
gencia de prueba, es preciso que la misma sea admisible, según las leyes 
y que su falta haya podido producir indefensión conforme taxativamente 
exige el número 3.° del artículo 489 del Código del Trabajo.

CONSIDERANDO: Que en el procedimiento de que se trata con arre­
glo a lo establecido por el artículo 465 de dicho Código, sólo se admitirán 
las pruebas que se presenten en el acto o las que requieran la traslación 
del Tribunal fuera del local de la Audiencia, si el Juez lo cree indispensa­
bles, y como en el caso del recurso, desde que se presentó la demanda en 
19 de Octubre de 1927 hasta 4 de Noviembre siguiente en que se celebró el 
juicio, hubo tiempo suficiente para que la parte solicitara la comparecencia 
de los testigos cuya declaración pretendió extemporáneamente en aquel 
acto y no puede por otra parte estimarse que su falta pudiera producir in­
defensión por no alegarse razón que lo justifique, ni deducirse de autos la 
invocada necesidad de las declaraciones de los aludidos testigos; es. evi­
dente no concurriendo en tal prueba los indispensables requisitos para que 
fuese admisible procedió el Juez con acierto al denegarla y no incurrió en 
las infracciones legales que en el recurso se citan.

COMPETENCIAS
Compra-venta mercantil.—Entrega de la mercancía

Sentencia de 7 de Septiembre de 1928
Juzgados de primera instancia de la Coruña y de Borja.
Ponente, Magistrado don Francisco AlcOn.
CONSIDERANDO: Que la presente cuestión de competencia, susci­

tada por el Juez de primera instancia del distrito de la Audiencia de la 
Coruña, al de igual clase de Barja, tiene que resolverse a favor del último 
porque se ejercita en la demanda úna acción personal para el pago del 
precio de un vagón de cebada entregado en Borja, y es corriente según lo 
dispuesto en el artículo 1.500 del Código Civil, regla primera del 62 de la 
ley de Enjuiciamiento Civil, y constante jurisprudencia que en defecto de 
convenio entre los contratantes, el pago del precio ha de hacerse donde 
fué entregada la cosa vendida y la competencia para conocer de los juicios
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cn que se ejercitan acciones personales, corresponde fuera de los casos 
de sumisión, al Juez del lugar donde la obligación debe cumplirse.

Compra-venta mercantil 
Envío por cuenta y riesgo del comprador

Sentencia de 11 de Septiembre de 1928
Municipales de Medina del Campo y Palma de Mallorca.
Ponente el Magistrado don Francisco Alcón.
CONSIDERANDO: Que los términos de la demanda y los documen­

tos aportados por el autor al contestar al requerimiento de inhibición, trá­
mite oportuno para presentarlos por tratarse de un juicio verbal, contienen 
elementos de justificación suficientes al solo efecto de resolver esta cues­
tión de competencia, para estimar que la acción ajercitada es de naturaleza 
personal y se deriva, no de un contrato de cambio, sino del de compra­
venta celebrado entre el demandante y la demandada, por virtud del cual 
remitió el primero a la segunda desde su establecimiento de Palma de 
Mallorca varios paquetes de cañizado expedidos de cuenta y riesgo de 
la compradora, por cuyo motivo se entiende realizada la entrega de la 
cosa vendida en el mismo punto de la remesa y es allí donde debe ha­
cerse el pago del precio de conformidad a lo dispuesto en el artículo 
1,500 del Código Civil; por consiguiente, según, doctrina de este Tribunal 
Supremo reiteradamente declarada al aplicar la regla primera del artículo 
62 de la ley de Enjuiciamiento Civil, corresponde el conocimiente de este 
juicio al Juez Municipal del Distrito de la Catedral de Palma de Mallorca, 
por ser el lugar del cumplimiento de la obligación que se reclama.

Acción personal derivada de compra-venta-mercantil
Sentencia de 28 de Septiembre de 1928

Municipales de Grijota y Burgos.
Ponente el Magistrado don José García Valdecasas.
CONSIDERANDO: Que corresponde el conocimiento del juicio en que 

se ejercite acción personal, en primer término, al Juez del lugar en que la 
obligación reclamada deba cumplirse, conforme dispone la regla primera 
del artículo 62 de la ley de Enjuiciamiento y encaminado el de la presente 
cuestión de competencia, a hacer efectivo parte del precio estipulado en 
compra-venta mercantil, habiéndose pagado antes determina cantidad del 
mismo en Burgos, donde tiene su establecimiento el vendedor, según 
consta de documentos obrantes en autos, que son suficiente medio de prue­
ba a los efectos de este conflicto jurisdiccional, es de estimar por recono-
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cimiento tácito del deúdor que se encuentra designado dicho lugar de pago 
para el cumplimiento de la obligación demandada.

CONSIDERANDO: Que reconocido debe cumplirse la obligación que 
se trata de hacer efectiva en Burgos, lugar del ejercicio de la jurisdicción 
detjuez Municipal requerido, a su favor procede decidir esta competencia 
con arreglo a lo dispuesto en el citado artículo 62 de la ley procesal, reso­
lución que además debería adoptarse, porque conforme a reiterada doctri­
na de jurisprudencia, el precio plazado en compra venta mercantil ha de 
pagarse en el lugar donde tenga su establecimiento el vendedor. ,

Compra-venta mercantil.—Domicilio del vendedor
Sentencia de 1 de Octubre de 1928

Municipales Grijota y Bilbao.
Poaente, el Magistrado don Fulgencio de la Vega.
CONSIDERANDO: Que la presente cuestión de competencia versa 

sobre cumplimiento de un contrato de compra-venta de géneros de comer­
cio y remitidos desde el domicilio del vendedor al del comprador, sin que 
éste haya negado en forma la realidad del contrato ni el recibo de los gé­
neros lo que aparece acreditado en principio por la copia de factura pre­
sentada por la parte adora al tiempo de contestar al requerimiento inhibi­
torio resulta notorio y procedente que por no invocarse la sumisión expresa 
ni tácita, debe estarse a lo dispuesto en la regla primera del artículo 62 de 
la ley de Enjuiciamiento Civil y a la jurisprudencia de este Tribunal Supre­
mo expresiva de que en las venías al fiado de géneros de comercio, éstos 
se entienden entregados en el lugar en que el comerciante vendedor tiene 
sus almacenes y lo facturó al domicilio del comprador y por consiguiente 
que es preferente la competencia del Juzgado requerido del distrito del 
Hospital de Bilbao, al de Grijota domicilio del demandado, por ser el del 
lugar en que comenzó a cumplirse el contrato.

Compra-venta mercantil.—Principios de prueba
Negativa del contrato

Sentencia de 1 de Octubre de 1928
Municipales de Aranjuez y Elda.
Demandado un vecino de Aranjuez ante el municipal de Elda, recla­

mando el pago de pesetas relativas al envío de patrones de fabricación de 
calzado y habiendo acompañado las cartas de pedido y una factura, expre­
siva de que el pago debe ser en Elda, aquél alegó que habiéndole parecido 
caros dichos patrones lo manifestó al actor, quien a pesar de ello los en­
vió sin ser recogidos, por lo que no habiendo aceptado el precio el con-
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íraío no llegó a celebrarse y fueron depositados iûdicialmcnte a insíanciá 
del demandante.

Siendo Ponente el Magistrado don Fulgencio de la Vega, se resuelve 
el conflicto a favor del juzgado municipal de Aranjuez.

CONSIDERANDO: Que para resolver la presente cuestión de compe­
tencia y por no existir sumisión expresa ni tácita a determinado Juez, sería 
preciso decidir si existió o no contrato perfecto entre ambos litigantes y 
como precisamente este es el punto capital del litigio, pues mientras el 
demandante lo estima existente, el demandado don Francisco Talavera 
niega ese extremo y para ello aduce como principio de prueba la corres­
pondencia cruzada con don Francisco Torres Peral, de la que aparece que 
el precio fijado en la carta de éste del 7 de Enero no fué aceptado por Ta­
lavera, según la copia de carta del 13 de dicho mes, por lo cual no habien­
do conformidad no puede darse por supuesta la existencia del contrato a 
tenor del artículo 1.450 del Código Civil, es incuestionable que no pudien- 
do resolverse ese extremo sin la previa discusión ante el Juez respectivo, 
hay que prescindir del rnismo y atemperarse al precepto general del domi­
cilio del demandado fijado en el artículo 62, regla primera de la ley de En­
juiciamiento Civil y por consiguente resolver esta competencia a favor del 
Juez Municipal de Aranjücz, que es el domicilio del demandado don Fran­
cisco Talavera Juan.

Compra-venta mercantil.=Princípio de prueba
Certificado del Jefe de una estación

Sentencia de 1 de Octubre de 1928
Municipales de Jabalera y Bañeres.
Ponente, el Magistrado don Luis Ibargüen.
CONSIDERANDO: Que de conformidad con lo establecido en la regla 

primera del artículo 62 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y la constante ju­
risprudencia de esta Sala, tratándose de acción personal derivada de con­
trato de compra-venta mercantil, es competente para conocer de los juicios 
promovidos, el Juez del lugar donde la obligación debe cumplirse, según lo 
dispuesto en los artículos 1171 y 1500 del Código Civil y por tanto como 
en el caso de autos existe, a los efectos de la competencia, suscitada por 
el demandado y vecino de Jabalera don Antonio Aragón Gutiérrez, un prin­
cipio de prueba por escrito constituido por el duplicado de la factura y por 
el certificado del Jefe de Estación ferroviaria de Bañeres, de Alcoy de que 
el actor don Eudaldo Mataix, remitió de cuenta y riesgo del comprador, de­
mandado, los efectos por éste pedidos y de que se trata de obligación deri­
vada de un contrato de compra-venta mercantil y que los géneros fueron 
facturados a nombre del demandado, a la precitada estación del ferrocarril 
para la de Huele, es visto que el presente conflicto jurisdiccional debe re­
solverse a favor del Juzgado Municipal de Bañeres.
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de la pena le otorga el Código Penal, deberá expresar si ha tomado en 
consideración los elementos de juicio que el precepto aplicable de aquél 
obligúe a tener en cuenta.

El Patrimonio familiar inembargable
(Continuación)

Del valor hay que reducir ciertas cargas que gravan el patrimonio. De 
la renta anual se deducen las que tienen carácter permanente, i y las que 
tienen carácter transitorio se deducen de la renta capitalizada con arreglo 
a Una suma en relación con sü duración. 2 El resto así obtenido se multipli­
cará por veinticinco y el producto será el valor del Anerbengut.

D).—DERECHOS Y OBLIGACIONES DEL ANERBE
El Anerbe tiene derecho a una mejora del tercio del valor del Hof. » 

La base para calcularla varía según la importancia de las deudas del 
Anerbengut y el caudal del decujus fuera del Anerbengut. Si este patrimo­
nio es suficiente para imputarle el pago de todas las deudas, la mejora será 
calculada sobre la totalidad del valor del Hof; en caso contrario no debe 
ser calculada más que sobre la demasía de este valor.

Otra ventaja concedida al Anerbe es la concesión de plazos para el 
pago de las porciones debidas a sus coherederos (Adfindungen) por medio 
de la renta que debe representar el 4 por 100 de lo debido sobre el Aner­
bengut. Esta obligación del Anerbe tiene el carácter de personal y lo con­
serva aun después de la inscripción.

El capital afecto que ésta produce es poder oponer la renta a un ad- 
quirente del Anerbengut. El acreedor puede obtener el pago del capital de 
la renta avisando al Anerbe con seis meses de anticipación. Esto es lo que 
se establece en la ley de 1896, pero en la de 1898 se consigna que el capital 
del crédito de la renta no puede ser reembolsado y ésta es en principio 
amortizable, salvo convención en contrario.

Para conseguir la conservación de la Hof se ha establecido por las 
citadas leyes, la devolución de la mejora del Anerbe en caso de enagena- 
ción del Anerbengut en un período determinado que antes era de quince 
años y ahora de veinte; y con el mismo fin se establece también un dere­
cho de tanteo y retracto (preemption) en favor de los coherederos en 
aquella misma hipótesis.

Los hermanos y hermanas del Anerbe pueden pedir suficiente manu­
tención sobre el Anerbe hasta su mayoría de edad, mediante una ayuda en 
la proporción de sus fuerzas, en la explotación del patrimonio (Asylrcch). 
El Anerbe no puede librarse de esta obligación pagando las porciones que 
debe a sus hermanos y hermanas; por el contrario, éstos pueden exigir 
ese pago sin perder su derecho a los alimentos sobre el Hof.

1 Ley 18y8.
2 Id. id.
» Ley 1898,26. Ley 1896, 18.
4 Ley 1896, 26.
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4 Pleitos y Causas

E)-DERECHO DE DISPOSICIÓN DEL PROPIETARIO DEL HOF
El derecho de disposición reconocido por las dos leyes i de 1986 y 

1898, íiene algunas restricciones en la primera. El propietario de un Aner- 
bengut no puede fraccionarlo por actos intervivos ni mortis-causa, sin el 
consentimiento de la Generalkommission. El mismo consentimiento es re­
querido para las enajenaciones a otros que no sean ciertos parientes seña­
lados en la ley. La ley de 1898 no establece estas restricciones, pues, con 
arreglo a ella, el propietario puede designar otro Anerbe, extinguir el 
Anerbenrecht y someter el patrimonio a las disposiciones del derecho 
común. Estas leyes conceden un derecho más extenso al propietario que 
las de derecho común respecto a la legítima, puesto que toman como base 
la estimación moderada del Hof y las de derecho común, no. 2

Antonio CÓRDOVA DEL OLMO
CConf/nuará)

NOTICIAS
Nuestro querido compañero don Sebastián Criado del Rey, sufre 

momentos de amargura con motivo del fallecimiento de su padre don Se­
bastián Criado Torres (q. e. p. d.) Acompañamos en su dolor a nuestro 
distinguido compañero y familia.

—Enviamos nuestro pésame a doña Isabel Alcón, de Ponferrada, por el 
fallecimiento de su esposo don Tomás Valcarce (q. e. p. d.), nuestro com­
pañero y subscriptor que fué de esta revista.

—Se encuentra notablemente mejorado de la enfermedad que ha pade­
cido durante varios meses, nuestro distinguido compañero y subscriptor 
el letrado de este ilustre Colegio, don Francisco Fernández. Deseamos su 
total restablecimiento y celebramos su mejoría.

—Hemos recibido los números publicados de la revista profesional 
«Justicia», que muy acertadamente dirige en Madrid nuestro distinguido 
compañero don Mario Jiménez Laá. El texto de aquélla y su lujosa presen­
tación hacen de la misma una publicación muy estimable a la que deseamos 
larga y próspera vida.

—Hemos recibido un ejemplar del «Boletín del Secretariado», que se 
publica en Alicante por nuestro distinguido compañero don Mariano Calvo 
Font, y con mucho gusto establecemos el cambio con tan interesante re­
vista de Administración, dando las gracias por el envío.

CORRESPONDENCIA PARTICULAR
Bilbao.—D. Fernando González de Cos. Anotada subscripción, gracias. Envia­

dos los números 59 y 60 que indica.
Granada.—D. Francisco González Carrascosa. Enviados los números 51, 52, 

59, 60, 61 y 62 que desea.
Granada.—D. Juan Morell Linde. Enviado el número que pide.
Granada.—D. Ramón Rodríguez de la Fuente. Enviados los números de año 26 

que desea.
Palma de Mallorca.—D. Pedro Bonel de los Herreros. Enviado el número 62 

que desea.

1 Ley 1898, 12; Ley 1896, 6.
2 Ley 1898, 38; Ley 1996, 34.

VALLADOLID.-IMP. VALENTIN MONTERO, F. ZARANDONA, 4
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Pedro Vicente González Hurtado
PROCURADOR

Montero Calvo, 52.-Teléfono 1.021 
VALLADOLID

José Si velo de Miguel
PROCURADOR

Platerías, 24.-Valladolid

Industrias Guillen
Valladolid.—Avenida Alfonso Xlll, 17

Aparatos Sanitarios 
Calefacciones 

Baños. Duchas

“La Mundial"
DROGUERÍA

Regalado, 6.-VALLADOLID
Perfumes. Drogas 

Esponjas
I

Banco Español 
de Crédito

Cuentas corrientes.-Giros 
Descuentos. —Negociaciones 

Caja de ahorros.
FERRARI, 1

(esquina a Plaza Mayor)
VALLADOLID

“FRIGIDAIRE"
Defiende la salud, con­

servando los alimentos y 
frutas a baja temperatura.

No necesita hielo.
EXPOSICIÓN: MIGUEL iSCAR, 4

Herrera y Medina
Valladolid
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PROCURADORES SUSCRIPTOS A ESTA REVISTA
BILBAO

D . Benito Díaz Sarabia, Plaza Nueva, 11.
» jose Pérez Salazar, Estación, 5,
> Eulogio Urrejola, Volantín, 3.
> Isaías Vidarte, Víctor, 4.

> Mariano Murga, Hurtado de Amézaga, 12.
BURGOS

D. Alberto Aparicio, Benito Gutiérrez, 5. 
PLASENCIA (Cáceres)

D. Erico Shaw de Lara.
LEÓN

D. Victorino Florez, Gumersido Azcárate, 4.
D. Serafín Largo Gómez, Julio del Campo, 3. 
La Bañeza.—D. Jerónimo Carnicero Cisneros 
PonJerrada.—D. José Almaráz Diez.
Sahagún.—D. Antonio Sánchez Guaza. 
Villafranca del Bierzo.—6. Augusto Martínez 

MADRID
D. Regino Pérez de laTorre,San Bernardo, 63
D. Eduardo Morales, Fuencarral. 74.
D. Mariano Martín Chico, Fuencarral, 72.
D. Ignacio Corujo, Av. Conde Penalver, 11.

OVIEDO
D. Arturo Bernardo, Arguelles, 39.
Avilés.—D. José Díaz Alvarez.

PALENCIA
D. Saturnino García García, Mayor, 198.
D. Enrique Franco Valdeolmillo, D. Sancho 5 
Cervera del Pisuerga.—D. Emilio Martín.

< D. Enrique Gozález Lázaro
Frechilla.—D. Aurelio Cano Gutiérrez. 

PALMA DE MALLORCA
D. Jaime Viñals.

SALAMANCA
Peñaranda de Bracamonte. D. Gerardo Diez 

> D. Manuel Gómez González
» D. Manuel Galán Sánchez.
> D. Germán Diaz Bruno.

SAN SEBASTIAN
D. Vicente Hernaez, Príncipe, 23.

SANTANDER
D. José M. Mezquida, Vía Cornelia, 4.

TAFALLA (Navarra)
D. Diosdado Domínguez de Vidaurreta

VALENCIA
D. Vicente Lahoz, Primado Reig, 7.

VALLADOLID
D. Julio González Llanos, Torrecilla, 22.

> Francisco López Ordónez, Zúñiga, 30.
» Asterio Giménez Barrero, Solanilla,
» Alberto González Ortega, Gamazo, 18. 
» Lucio Recio llera. Plaza de San Miguel, 5, 
> Felino Ruiz del Barrio, L. Cano, 11 y 13.
» José Sivelo de Miguel, Platerías, 24, 
» JoséM.® Síampa y Ferrer, María Molina, & 
» Pedro Vicente González, Montero Calvo, 52 
» Luis Calvo Salces, Muro, L. R.
> Anselmo Miguel Urbano,María Molina, 16
> Manuel Valls Herrera, Pasión, 26.
> Juan Samaniego, Duque de la Victoria, 16 
> Luis de la Plaza Recio, Pl. San Miguel, 5. 
» Juan del Campo Divar, Fr Luis de León, 20

Medina del Campo.—D. Mariano García Rdz.
» » Julián López Sánchez.
» > Fidel M. Tardágila.

Nava del Rey.—D. Balbino Fernández Dmgz. 
» » Aquilino Burgos Lago.
» » Juan Burgos Cruzado.

Olmedo.—D. Julián Sanz Cantalapiedra.
» » Luis García García.

Tordesillas —D. Pablo de la Cruz Garrido.
ZAMORA

Villalpando.—D. Marcial López Alonso.
Toro.—D. Emilio Bedate.

» » Eduardo Cerrato.

losé M.^ Stampa Ferrer
PROCURADOR

María Molina, 5.-Teléfono 1.055 
VALLADOLID
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